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TÍTULO 

Cultura: 

derecho universal, 

municipalización y política educativa 

RESUMEN

Se plantea la universalización del acceso a la cultura en Puebla como casos o expresiones particulares de cumplimiento de la declaración Universal de los Derechos Humanos firmada por México como miembro de la UNESCO. En segundo término, la pertinencia de la municipalización de la política cultural, regida estatalmente por el secretario del ramo, por medio de una modificación de la Ley Orgánica Municipal que asigne a los municipios recursos etiquetados para la gestión cultural. En tercer lugar, se proponen modificaciones de la Ley Estatal de Educación y de la Ley de Cultura de Puebla que permitan la coordinación trasversal de los programas operativos de ambas dependencias para la impartición de elementos de educación estética o artística en todos los niveles del sistema educativo del Estado.    
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UNO

“Conocer la opinión de la ciudadanía en la materia” es el objetivo de este Foro de análisis estatal sobre el marco jurídico de la cultura en México, según establece la convocatoria del mismo. 

Más detalles aporta la declaración de la diputada Malinalli García Ruiz; para ella el foro tiene los siguientes objetivos: “Diseñar, presentar y aprobar una jurisprudencia  que regule la cultura del país, además de ser un espacio donde se podrá expresar, de manera organizada, las necesidades de cambios y actualizaciones de la legislación” 
Por su parte, el Secretario de Cultura resume así la finalidad del foro: “concentrar los temas que debe considerar una Ley de Cultura a nivel nacional”
Bien, una vez planteada la perspectiva, exhibo mi declaración. 

Una vez que se ha realizado la reforma que establece el derecho constitucional al acceso a los servicios culturales del Estado, el paso siguiente deberá ser la promulgación de la ley nacional de cultura que establezca los mecanismos del ejercicio y protección de ese derecho, de lo contrario será letra sin sustancia. 

El 24 de abril del 2009, el presidente Felipe Calderón expide el decreto que adiciona el párrafo 9º. Al artículo 4º.  Y  reforma la fracción XXV y se adiciona una fracción XXIX-Ñ del  artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Enmienda hoy conocida como reconocimiento constitucional del derecho  a la cultura. 

Dice el nuevo Art. 4º: Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.

Y las nuevas fracciones del art. 73º: (El Congreso tiene facultad) 

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas rurales, elementales,

superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de bellas artes y de

enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y de minería, de artes y oficios,

museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos concernientes a la cultura general de

los habitantes de la nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones; para

legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e

históricos, cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las leyes

encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, los Estados y los Municipios

el ejercicio de la función educativa y las aportaciones económicas correspondientes a ese

servicio público, buscando unificar y coordinar la educación en toda la República. Los Títulos

que se expidan por los establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en toda la

República. Para legislar en materia de derechos de autor y otras figuras de la propiedad

intelectual relacionadas con la misma.
XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la Federación, los Estados,

los Municipios y el Distrito Federal coordinarán sus acciones en materia de cultura, salvo lo

dispuesto en la fracción XXV de este artículo. Asimismo, establecerán los mecanismos de

participación de los sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el

párrafo noveno del artículo 4o. de esta Constitución.

Ahora, es importante destacar que en Puebla no existe, en ninguna de sus universidades, especialidad o posgrado alguno sobre derecho cultural; sobre biblioteconomía; ni sobre lingüística aplicada a preservación de las lenguas originarias de Puebla; y que sólo en la UIA existe un posgrado en gestión cultural. 

Anoto lo anterior para ubicar la importancia que socialmente ocupa el tema cultural en nuestra entidad federativa, es evidente que  no es asunto relevante para la elite dirigente de la educación superior.

Pero tampoco para las elites políticas es importante el componente cultural y prueba de ello es su conducta omisa.  

Durante 22 años el CONACULTA ha operado en flagrante ilegalidad.

El 6 de diciembre de 1988 el presidente Carlos Salinas de Gortari, mediante  decreto, creo el CONACULTA. Era secretario de gobernación Fernando Gutiérrez Barrios y secretario de educación Manuel Bartlett. Célebre es la errata tipográfica de este decreto que cambió el artículo 89 constitucional, que describe las facultades y obligaciones del presidente, por el 39 que habla de la soberanía nacional como atributo del pueblo. 

Por otra parte, la Ley de Cultura del Estado de Puebla carece de reglamento (el límite legal expiró hace seis meses). Tampoco se ha expedido el decreto de creación del Consejo Poblano de Cultura (su límite terminó hace 15 meses). 

Ergo, si la intención de este foro es conocer la opinión del ciudadano sobre el marco jurídico cultural una primera e inmediata respuesta –a tan plausible curiosidad- es la siguiente: las autoridades deben respetar cabalmente las leyes vigentes para no erosionar la legitimidad de las instituciones.

Porque ya puestos a solicitar congruencia podríamos decir que desde el 1º. de diciembre del 1916 (día en la que Venustiano Carranza en su doble condición de Primer Jefe del Ejército Constitucionalista y Encargado del Poder Ejecutivo de los Estados Unidos Mexicanos, expidió la Constitución que reformó la del 5 de febrero del 1857) a nuestra fecha han transcurrido 94 años  (noventa y cuatro) y no se ha cumplido todavía el mandato constitucional de la universalidad del acceso a la educación consagrado imperativamente en la oración “Todo individuo tiene derecho a recibir educación”    

Esta última reflexión cuestiona la idea de la existencia de una política social exitosa por parte de los distintos gobiernos a todo lo largo del periodo posrevolucionario. 

Por lo anterior, una primera proposición explicativa es la que sigue: no es suficiente la existencia del marco jurídico para garantizar la aplicación de una política social que combata la desigualdad y democratice, a través de la intervención compensatoria del Estado, bienes intangibles tales como la educación y la cultura.   

Pero, entonces ¿Qué falta?  –Sin duda, la voluntad política de las autoridades de respetar las leyes y trabajar en beneficio del  pueblo, tal como lo manda nuestra ley máxima. 

Dice el Art. 16º: Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinarán los objetivos de la planeación. 

Luego entonces, la ley es proyecto político que debe realizarse a través de un presupuesto y un plan de trabajo. 

Lamentablemente la ley es letra muerta porque no existen mecanismos legales de castigo a la negligencia oficial, y en estas condiciones de anomia la discrecionalidad ejecutiva es costumbre. 

En un país cruzado por la desigualdad tiene pleno sentido hablar de democratización de los bienes y servicios culturales.  
No estamos únicamente frente un problema jurídico. Estamos  también frente a un problema educativo de las elites gobernantes que por ignorancia subestiman el sector cultural y, en consecuencia, le asignan bajos presupuestos. 
Debemos tener presente que existe una relación causal –orgánica- entre ley, presupuesto y plan de trabajo.  
Debemos impedir que un presupuesto exiguo o mal orientado derogue –por la vía de los hechos o las omisiones- la ley y el proyecto que de ella emana.  

Debe terminarse con la decisión discrecional que asigna el presupuesto para que exista, en cambio, la decisión regida por el ordenamiento jurídico y la proporcionalidad financiera. 

Debemos “presupuestar” el costo de la universalización del acceso a la cultura. 
Debemos, por ejemplo, saber cuánto costaría la realización de ese derecho humano del acceso a la cultura en Puebla. 

Alfonso Cravioto (hijo de un ex-gobernador que hizo fortuna a la sombra de Porfirio Díaz) fue un malogrado poeta y editor al que debemos la redacción del texto constitucional de 1916; la vibrante y épica  prosa de la constitución sólo pudo ser obra de un modernista. 

Recordemos algunos pasajes del Art. 3º: La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia (…) El criterio que orientará a esa educación se basará en los resultados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios (…)Será democrático, considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo; Será nacional, en cuanto -sin hostilidades ni exclusivismos- atenderá a la comprensión de nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independencia política, al aseguramiento de nuestra independencia económica y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, y contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de todos

los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos …

Cruelmente, la belleza literaria del texto constitucional conspira en contra de su efectividad como política pública y lo confina en el ámbito de la retórica jurídica. 

¿Qué hacer? ¿Cómo conseguir que desaparezca el abismo entre las palabras y las cosas? ¿Cómo hacer realidad el proyecto nacional contenido en la constitución?  

Qué hacer para que, por ejemplo, las tres primeras líneas del artículo 123 sean una realidad superior de México y no una broma macabra: Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer  la educación obligatoria de los hijos. 
Estamos frente a un problema típico del Cratilismo: existen palabras que no designan realidad alguna. 

DOS

El nuevo marco jurídico debe establecer como un imperativo la regionalización tanto de los inventarios como de los diagnósticos y, en consecuencia, de la operación de la política cultural. De esta manera –en busca de la equidad- se atenderá diferenciadamente  a las regiones en función de sus características específicas. Ahora bien, en tanto que Cultura está sectorizada en Educación, el modelo de regionalización que debe adoptarse es el de la SEP. Sería pertinente utilizar para el diseño de esta regionalización   los recursos de información estadística de servicios públicos con los que ya cuenta el Estado, por ejemplo los datos sobre demografía, salud, rezago educativo y empleo. Una acción estratégica como esta no debe quedar al arbitrio del titular del ramo y, además, debe ser consagrada en el texto constitucional para que se considere en el presupuesto correspondiente.    

TRES 

Finalmente, un asunto relacionado estrechamente con los numerales precedentes es la de la educación artística en los niveles básicos de la educación  pública. Pese que su existencia está consignada en la ley de educación, deben establecerse de manera clara y detallada los mecanismos académicos y administrativos para su operación coordinada entre las secretarías de educación y cultura. La educación artística en los niveles básicos de enseñanza tiene un doble objetivo: el desarrollo de las competencias de apreciación estética y de creación artística; y, también, la formación temprana de públicos culturales.    

CODA 

En términos estrictos de pedagogía popular es mucho más costoso y perjudicial el optimismo que el pesimismo documentado. Invito a asumir con reservas pero con gran atención esta consulta de la opinión de los ciudadanos. 
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